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Acta N° 161 de abril 27 de 2009
Procede la Sala a decidir la acción de tutela que Claudia Yulieth Uribe Franco, en representación de su hija Alejandra Ramírez Uribe, instauró frente al Juzgado Primero de Familia de Pereira, a la que fue vinculado Ricardo Antonio Ramírez Diossa. 
ANTECEDENTES
La señora Uribe Franco demandó la protección del derecho al debido proceso de que es titular su hija  Alejandra Ramírez Uribe, que dice vulnerado por el Juzgado Primero de Familia en cuanto no acepta que al demandado se le descuente la cuota de alimentos que concilió con el padre de la niña, sino que limitó el embargo a $95.000,oo, lo que afecta sus intereses porque ella es una mujer muy pobre y no le puede suministrar a su hija todo lo que necesita. 
Después de un requerimiento que se le hizo a la demandante para que precisara algunos hechos, entre ellos, contra quién se dirigía la acción, aclaró que contra el Juzgado Primero de Familia de Pereira.  Así se dispuso dar trámite a la solicitud, vincular al señor Ricardo Antonio Ramírez Diossa y correr traslado a los interesados para que ejercieran su derecho de defensa.

Se recibió un escrito de parte del señor Ramírez Diossa  en el que señala que tiene un embargo vigente por cuenta del Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, pero ha realizado gestiones tendientes a su reducción; además, que ha procurado que el Juzgado Primero de Familia acepte la cuota conciliada con Claudia Yulieth pero no ha recibido respuesta favorable. 

Se practicó inspección judicial al expediente que contiene el proceso de alimentos instaurado por Claudia Julieth Uribe Franco, en beneficio de su hija Alejandra, contra Ricardo Antonio Ramírez Diossa. 
Ahora se procede a resolver, previas las siguientes:
CONSIDERACIONES

En ejercicio de la acción constitucional que prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional, y con el fin de que se le proteja el derecho al debido proceso, Claudia Julieth Uribe Franco, en representación de su hija Alejandra Ramírez Uribe demandó al Juzgado Primero de Familia de Pereira, porque estima que le viene siendo vulnerado ya que al demandado en el proceso de alimentos que se tramita en ese despacho judicial no se le descuenta la cuota conciliada por ellos, sino un porcentaje mínimo de su mesada pensional. 
Desde 1992, cuando con la sentencia C-543 se declaró la inexequibilidad de algunas normas del Decreto 2591 de 1991, viene haciendo carrera, que las providencias judiciales son pasibles de este excepcional mecanismo siempre que en ellas se incurra en una vía de hecho, que hoy ha hecho tránsito a lo que se conoce como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:

“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.

Eventos que ha definido así 
:

  “i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico:  Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

En este caso, basta ver el trámite surtido por el juzgado accionado en el proceso de alimentos, del que se dejó constancia en la inspección judicial y se evidencia con las copias tomadas del expediente, para concluir que ninguna de tales irregularidades se le puede atribuir, asumiendo que se deben revisar todas, ya que la accionante no concretó ninguna de ellas.  

Así es, porque lo único que ha hecho el juzgado es aplicar el artículo 131 de la Ley 1098 de 2006, que señala que cuando los bienes de la persona obligada o sus ingresos se hallen embargados por causa de una acción anterior fundada en alimentos o afectos al cumplimiento de una sentencia de alimentos, corresponde al juez asumir el conocimiento de los distintos procesos para efectos de señalar la cuantía de las varias pensiones alimentarias, teniendo en cuenta las condiciones del alimentante y las necesidades de los distintos alimentarios. 

De manera que si respecto del mismo demandado ya operaba un embargo de su mesada pensional, dispuesta por el Juzgado Cuarto de Familia de la ciudad, y esa medida está vigente por concepto de alimentos, no quedaba otra alternativa, como lo hizo la funcionaria, que la de entrar a efectuar esa regulación.  
Ahora, entendido como se tiene que al alimentante sólo se le puede afectar hasta el 50% de su salario o de sus prestaciones, es lógico que si la distribución realizada no alcanza a satisfacer las expectativas del alimentario, aun cuando en ellas convenga el deudor, no puede imponérsele al juzgado ese acuerdo que desbordaría sus facultades legales.

Otros mecanismos habrá para la satisfacción de la accionante en la cuantía que pretende, como la de procurar, que es lo que ha venido haciendo el señor Ramírez Diossa según informó a la Sala, la disminución o exoneración de aquellas cuotas alimentarias, por supuesto con la concurrencia de los beneficiarios para no sacrificar su derecho de defensa. 

Lo cierto, pues, es que no se advierte que con las decisiones adoptadas por el Juzgado Primero de Familia se haya desconocido la legislación vigente, o le haya dado una aplicación indebida, o actuado por fuera del procedimiento establecido; tampoco que hubiese omitido el decreto o práctica de pruebas o desviado su valoración; ni que haya incurrido en un error inducido o en una decisión carente de motivación; mucho menos que hubiese desconocido precedentes o vulnerado directamente la constitución, que son los casos, según se dijo, que admiten la acción de tutela contra providencias judiciales. 

Y si no dio lugar a ninguna de estas causales de procedibilidad, no pudo haber infringido el derecho fundamental al debido proceso; de manera que el amparo será negado. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Claudia Yulieth Uribe Franco, en representación de su hija Alejandra Ramírez Uribe, contra el Juzgado Primero de Familia de Pereira, a la que fue vinculado Ricardo Antonio Ramírez Diossa. 
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                    CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS









� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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